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SALA DE DECISIÓN PENAL
M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, veinticuatro (24) de abril de dos mil diecisiete (2017)
Aprobado por Acta No.0358
Hora: 10:40 a.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por la señora Iliana Patricia Riagosa Marín en contra del fallo emitido el 3 de marzo de 2017 por  Juzgado 7º  Penal del Circuito de Pereira, Risaralda, dentro de la acción de tutela instaurada en contra de Cafesalud EPS y la Secretaría de Salud Departamental.
2. RESUMEN DE LOS ANTECEDENTES 
2.1. Informó la accionante que padece osteoartritis primaria generalizada, con mayor impacto en las manos, razón por la cual el 22 de junio de 2016 la especialista en reumatología le prescribió el medicamento “EXTRACTO SECO HARPAGOFITO”, el que debe tomar cada 12 horas; sin embargo, al momento de reclamarlo, no le hacen la entrega del mismo, lo que le ha impedido el inicio del tratamiento.

Agregó que el 26 de enero de 2017 se le prescribió tratamiento de conducto por parte del endodoncista, por una fractura coronal, sin que a la fecha se le hubiera autorizado, pese a contar con la orden de especialista, ya que le informan que debe ir al Hospital San Joaquín para la realización de una calza, procedimiento que al parecer ya le han hecho en  diversas ocasiones, pero esto no soluciona su problema. 
2.2.  Por lo anterior, solicitó: i) que Cafesalud EPS-S garantice de manera inmediata la entrega del medicamento EXTRACTO SECO DE HARPAGOFITO prescrito por la especialista y (ii) que se ordene el tratamiento de conducto ordenado por el endodoncista tratante. 
2.3.  Se tuvieron como pruebas las aportadas por la  parte accionante (Fls. 2-10)

3. RESPUESTAS A LA DEMANDA 
3.1.  SECRETARIA DE SALUD DE RISARALDA
Luego de referirse a la jurisprudencia que hace alusión al derecho fundamental de salud, conforme a lo pedido por la señora Raigosa Marín, solicitó: i) acceder a lo pretendido por la accionante y ordenar a la EPS-S CAFESALUD corregir la demora en la atención a la accionante, autorizando de inmediato no solo los medicamentos solicitados, sino todos los servicios de salud que demande el tratamiento de su afiliada.  Así mismo, en caso de requerir servicios extraordinarios, agotar los procedimientos administrativos a su alcance para establecer si son imprescindibles y proceder a su autorización evitando fraccionamiento o demora en su atención, conservando el derecho a recuperar lo invertido en lo que legalmente no le corresponda asumir; ii) dar aplicación a las Resoluciones 1261 y 1479 de 2015, con respecto al cobro y pago de los procedimientos NO POS, y iii) desvincular a la Secretaría de Salud Departamental del presente trámite (Fls.18 y 19)
3.2. CAFESALUD EPS-S no se pronunció referente a la acción de tutela. 
4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 3 de marzo de 2017 el Juzgado 7º Penal del Circuito de Pereira declaró improcedente la acción de tutela interpuesta por la señora Iliana Patricia Raigosa Marín, toda vez que consideró que la actora había interpuesto dos demandas de amparo con identidad de partes, hechos y pretensiones, al parecer por desconocimiento de la señora Raigosa Marín, habiéndose fallado una de ellas por parte del Juzgado 4º  Administrativo de Pereira, en la que se ordenó a la gerente regional de CAFESALUD EPS-S o quien hiciera sus veces que en un término de 48 horas, contadas a partir de la notificación de esa providencia procediera a la entrega del medicamento denominado EXTRACTO SECO HARPAGOFITO X 480 MG (TAB), negando lo correspondiente al tratamiento de conducto, por no haber presentado la orden en tal sentido (Fls. 42-45).
La apoderada judicial de la accionante fue notificada del contenido del fallo antes aludido el día 7 de marzo de 2017 (folio 49).
5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación al fallo de primera instancia, el 8 de marzo de 2017, la señora Iliana Patricia Raigosa Marín allegó escrito mediante el cual  indicó que no es cierto que hubiese presentado dos acciones de tutela idénticas el 17 de febrero de 2017, pues todo se trata de un error de la oficina de reparto, donde le pidieron un cuarto paquetes para traslado y en donde le dieron dos constancias con el mismo número de folios y de cuadernos, con diferencia de cuatro minutos, lo que insiste fue una equivocación de la oficina aludida, pero nunca pretendió interponer dos acciones; de acuerdo a lo anterior solicitó que a pesar de esa irregularidad, se pronuncien sobre el fondo de la acción relacionada con la autorización y programación del servicio médico de conductos multitradicular, pues sobre lo demás ya se pronunció el juzgado cuarto administrativo. (Fl. 51, frente y vuelto). Adjuntó copia de la orden del  endodoncista del 26 de enero de 2017 (folio 57).
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocarla, tal como lo solicitó la accionante. 

6.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
6.4. Así mismo, la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

6.5. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.

6.6. Configuración de la actuación temeraria y la cosa juzgada constitucional en la acción de tutela. Reiteración de jurisprudencia, según la Sentencia T-185 de 2013: 

“(…)  4.1.           El precedente constitucional ha comprendido la temeridad de dos formas. La primera concepción expresa que dicha institución solo puede configurarse si el accionante actúa de mala fe[2]. La segunda definición desecha ese elemento para su consolidación, en consecuencia únicamente exige para su perfeccionamiento que el accionante presente varias veces una demanda de tutela por los mismos hechos sin justificación alguna[3], según la interpretación literal del artículo 38 del Decreto 2591 de 1991.
 
Ante tal ambivalencia, la Corte concluyó que declarar improcedente la acción de amparo por temeridad debe estar fundado en el actuar doloso y de mala fe del peticionario, toda vez que ello es la única restricción legítima al derecho fundamental del acceso a la administración de justicia que implica el ejercicio de la acción de tutela. Lo antepuesto se basa en que las limitaciones “que se impongan al mismo con el fin de proteger el adecuado funcionamiento de la administración de justicia, deben ser limitadas”[4].
 
4.1.1.      Por eso, la temeridad se configura cuando concurren los siguientes elementos: “(i) [i]dentidad de partes; (ii) identidad de hechos; (iii) identidad de pretensiones[5]”[6]; y (iv) la ausencia de justificación en la presentación de la nueva demanda[7], vinculada a un actuar doloso y de mala fe por parte del libelista. La Sala resalta que la jurisprudencia constitucional precisó que el juez de amparo es el encargado de establecer en cada caso concreto la existencia o no de la temeridad[8]. En estos eventos funcionario judicial debe atender las siguientes reglas jurisprudenciales:
 
4.1.1.1.                 El juez puede considerar que una acción de amparo es temeraria siempre que considere que dicha actuación: “(i) resulta amañada, en la medida en que el actor se reserva para cada demanda los argumentos o pruebas que convalidan sus pretensiones[9]; (ii) denote el propósito desleal de obtener la satisfacción del interés individual a toda costa, jugando con la eventualidad de una interpretación judicial que, entre varias, pudiera resultar favorable[10]; (iii) deje al descubierto el abuso del derecho porque deliberadamente y sin tener razón, de mala fe se instaura la acción[11]; o finalmente (iv) se pretenda a través de personas inescrupulosas asaltar la buena fe de los administradores de justicia”[12].
 
4.1.1.2.                 En contraste, la actuación no es temeraria cuando “…[a] pesar de existir dicha duplicidad, el ejercicio de las acciones de tutela se funda (i) en la ignorancia del accionante; (ii) en el asesoramiento errado de los profesionales del derecho[13]; o (iii) por el sometimiento del actor a un estado de indefensión, propio de aquellas situaciones en que los individuos obran por miedo insuperable o por la necesidad extrema de defender un derecho. En estos casos, si bien lo procedente es la declaratoria de “improcedencia” de las acciones de tutela indebidamente interpuestas, la actuación no se considera “temeraria” y, por lo mismo, no conduce a la imposición de sanción alguna en contra del demandante[14]. Aunque, en estos eventos la demanda de tutela deberá ser declarada improcedente.
 
En la Sentencia T-001 de 2016 la Corte Constitucional reiteró los parámetros fijados por esa Corporación a efectos de demostrar la configuración de la temeridad, dentro del curso de la acción de tutela, para lo cual se dispuso que era indispensable acreditar
: 

“(i) La identidad de partes, es decir, que ambas acciones de tutela se dirijan contra el mismo demandado y, a su vez, sean propuestas por el mismo sujeto en su condición de persona natural, ya sea obrando a nombre propio o a través de apoderado judicial, o por la misma persona jurídica a través de cualquiera de sus representantes legales.

(ii) La identidad de causa petendi, o lo que es lo mismo, que el ejercicio simultáneo de la acción se fundamente en unos mismos hechos que le sirvan de causa.

(iii) La identidad de objeto, esto es, que las demandas busquen la satisfacción de una misma pretensión tutelar o sobre todo el amparo de un mismo derecho fundamental. 

(iv) Por último, y como se dijo anteriormente, a pesar de concurrir en un caso en concreto los tres (3) primeros elementos que conducirían a rechazar la solicitud de tutela, el juez constitucional tiene la obligación a través del desarrollo de un incidente dentro del mismo proceso tutelar, de excluir la existencia de un argumento válido que permita convalidar la duplicidad en el ejercicio del derecho de acción. Esta ha sido la posición reiterada y uniforme de esta Corporación, a partir de la interpretación del tenor literal de la parte inicial del artículo 38 del Decreto 2591 de 1991, conforme al cual: “Cuando sin motivo expresamente justificado
 la misma acción de tutela sea presentada por la misma persona o su representante ante varios jueces o tribunales, se rechazarán o decidirán desfavorablemente todas las solicitudes”.

Esta Corporación también ha señalado que el Juez constitucional no solo tiene la obligación de rechazar las acciones de tutela cuando se presente multiplicidad en su ejercicio, sino que además ésta facultado para imponer sanciones pecuniarias a los responsables
, bien sea condenando al peticionario al pago de costas, conforme el artículo 25 del Decreto 2591 de 1991
, o dando aplicación a la multa de diez (10) o (20) salarios mínimos mensuales a los que se refieren los artículos 80
 y 81
 del Código General del Proceso, siempre y cuando su comportamiento se base en móviles o motivos manifiéstame contrarios a la moralidad procesal
. 

No obstante, es importante señalar que no se configura la temeridad a pesar de existir identidad de las partes, identidad de pretensiones e identidad de objeto, si la actuación se funda “1) en las condiciones del actor que lo coloca en estado de ignorancia o de especial vulnerabilidad o indefensión en que actúa por miedo insuperable o la necesidad extrema de defender sus derechos, 2) en el asesoramiento equivocado de los profesionales del derecho, 3) en nuevos eventos que aparecen con posterioridad a la acción o que se omitieron en el trámite de la misma u otra situación que no se hubiere tomado como fundamento para decidir la tutela anterior que involucre la necesidad de protección de los derechos, y 4) en la presentación de una nueva acción ante la existencia de una sentencia de unificación de la Corte Constitucional.”
 

Respecto a la no existencia de temeridad a pesar de la multiplicidad de acciones de tutela, esta Corte
 ha señalado: 

“(C)oncluye la Sala que, en los procesos de tutela, cuando en un mismo asunto se han presentado sucesivas solicitudes de amparo,  se pueden presentar situaciones en las que hay cosa juzgada y temeridad, como cuando se presenta una acción de tutela sobre un asunto ya decidido previamente en otro proceso de tutela, sin que existan razones que justifiquen la nueva solicitud;  otras en las que hay cosa juzgada, pero no temeridad, lo cual puede ocurrir, por ejemplo, cuando, de buena fe y, usualmente, con expresa manifestación de estar acudiendo al amparo por segunda vez, se interpone una segunda tutela debido a la convicción fundada de que sobre la materia no ha operado el fenómeno de la cosa juzgada, y, finalmente, casos en los cuales hay temeridad, pero no cosa juzgada, lo que acontece cuando se presenta simultaneidad entre dos o más solicitudes de amparo que presentan la tripe identidad a la que se ha aludido.”

 

6.7. DEL CASO EN CONCRETO

6.7.1. Del escrito introductorio de la demanda de amparo, esta Sala observa que  la señora Iliana Patricia Raigosa Marín acudió al juez de constitucional con el fin de que se ordenara a CAFESALUD EPSS la entregara del medicamento “EXTRACTO SECO HARPAGOFITO”, así mismo que le brindara el tratamiento de conducto ordenado por el endodoncista (folio 1).    Al respecto, la Jueza 7ª Penal del Circuito de Pereira decidió declarar la improcedente la acción de tutela interpuesta por  la señora Raigosa Marín, toda vez que sus pretensiones habían sido resueltas de fondo, según fallo de tutela de primera instancia emitido el 1º de marzo de 2017 por el Juzgado 4º Administrativo de esta ciudad mediante el cual dispuso lo siguiente (Fls. 37-41):

“1. TUTELAR el derecho fundamental a la salud de la señora Iliana Patricia Raigosa Marín, tal como quedó sentado en la parte considerativa de la presente decisión.

2. En consecuencia, SE ORDENA a la gerente regional de CAFESALUD E.P.S, o quien haga sus veces, que en el término de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir de la notificación de la presente providencia, de no haberlo hecho aún, proceda a disponer las actuaciones necesarias para que se haga efectiva la entrega del medicamento denominado “EXTRACTO SECO HARPAGOFITO X480 MG (TAB) en cantidad de 60” (fol.2 a 7)”, debiendo la EPS comunicar a la accionante, por el medio más eficaz, la disponibilidad del medicamento, de lo cual allegará constancia a este expediente.

3. NEGAR las demás solicitudes, por lo considerado (…)”
6.7.2. De conformidad con la jurisprudencia constitucional relacionada en el acápite anterior, esta Sala concluye que pese a la existencia de dos acciones de tutela por parte de la señora Raigosa Marín, situación que al parecer se dio por un doble reparto que hizo la Oficina de la Administración Judicial, tal como se desprende de las constancias visibles a folio 62,  en el presente caso no existe unºa actuación arbitraria por parte de la accionante al demandar de CAFESALUD EPSS y de la Secretaría de Salud Departamental el suministro del medicamento “EXTRACTO SECO HARPAGOFITO” y del tratamiento de conducto, toda vez que las circunstancias que rodearon este asunto en particular no permiten inferir que se configura temeridad, aun cuando hubo concurrencia de identidad de los sujetos procesales, el objeto que dio lugar a la controversia y las pretensiones de la actora.
6.7.3. Así las cosas, luego del análisis a las pruebas que obran dentro de la foliatura, así como de las manifestaciones hechas por la accionante a lo largo del trámite, la Sala concluye que la señora Raigosa Marín no actuó de mala fe ni en forma consciente con el ánimo de entorpecer la buena marcha de la administración de justicia, lo que significa que debe otorgársele credibilidad a sus dichos y en tal sentido, esta Sala en aras de evitar decisiones injustas, examinará su pretensión de que se ordene a las entidades demandadas la autorización y realización del tratamiento de conductos multiradicular, el cual fue ordenado por el doctor Óscar Alberto Morales Sánchez de la E.S.E. Hospital Santa Mónica Dosquebradas (folio 57), prueba esta que al parecer no fue aportada con la demanda de tutela, lo que se desprende no sólo de lo verificado por el Juzgado 4º Administrativo de Pereira cuando en la sentencia del 1º de marzo de 2017 negó dicho servicio médico con con fundamento en que la actora no había presentado la prescripción médica al respecto (Fls. 37-41), sino de la información que brindó la Oficial Mayor del Juzgado 7º Penal del Circuito de esta ciudad, quien indicó que se dieron cuenta de la existencia del fallo aludido cuando se requirió a la accionante que allegara la orden de endodoncia para el tratamiento de conducto aludido, según constancia visible a folio 4 del cuaderno de segunda instancia.  Lo anterior, aunado a que ASMET SALUD EPSS guardó silencio frente a la demanda de tutela y la Secretaria de Salud Departamental no se refirió con relación a este procedimiento.
6.7.4.  Frente a los derechos reclamados por la actora, cabe reiterar la jurisprudencia de la Corte Constitucional en la que concluyó que la salud es un derecho fundamental autónomo que debe ser respetado y protegido cuando se advierte algún tipo de amenaza o vulneración (Sentencia T-760 de 2008):

 “(…) 3.2.1.3. Así pues, considerando que son fundamentales (i) aquellos derechos respecto de los cuales existe consenso sobre su naturaleza fundamental y (ii) todo derecho constitucional que funcionalmente esté dirigido a lograr la dignidad humana y sea traducible en un derecho subjetivo”, la Corte señaló en la sentencia T-859 de 2003 que el derecho a la salud es un derecho fundamental, ‘de manera autónoma’, cuando se puede concretar en una garantía subjetiva derivada de las normas que rigen el derecho a la salud, advirtiendo que algunas de estas se encuentran en la Constitución misma, otras en el bloque de constitucionalidad y la mayoría, finalmente, en las leyes y demás normas que crean y estructuran el Sistema Nacional de Salud, y definen los servicios específicos a los que las personas tienen derecho. Concretamente, la jurisprudencia constitucional ha señalado que el acceso a un servicio de salud que se requiera, contemplado en los planes obligatorios, es derecho fundamental autónomo. En tal medida, la negación de los servicios de salud contemplados en el POS es una violación del derecho fundamental a la salud, por tanto, se trata de una prestación claramente exigible y justiciable mediante acción de tutela. La jurisprudencia ha señalado que la calidad de fundamental de un derecho no depende de la vía procesal mediante la cual éste se hace efectivo.” (Subrayas nuestras).

6.7.5. Así mismo, la Corte Constitucional concluyó con respecto a tratamientos, cirugías, correcciones y rehabilitación de la salud oral que en ciertos eventos, aun cuando se encuentran excluidos del POS, pueden ser amparados mediante la acción de tutela, cuando se estén encaminados a recuperar el estado de salud oral del paciente y le permitan restablecer la vida digna y la integridad física, es decir, siempre y cuando cumplan con los presupuestos establecidos para inaplicar las disposiciones del Plan Obligatorio de Salud.  En tal virtud, indicó dicho Máximo Tribunal que
 “en ocasiones ha relacionado los procedimientos médicos estéticos con el concepto de “vida digna”, para amparar en fallos de tutela aquellos que buscan “aminorar un sufrimiento o facilitar un mejor modo de vida”, aun cuando legalmente estos tratamientos o procedimientos médicos se encuentren excluidos del POS, según las circunstancias de cada caso y necesidades de cada paciente[27]. De este modo, las entidades promotoras de salud deben analizar, en cada caso, si el tratamiento médico prescrito puede ser funcional así tenga una mejoría de carácter estético, pues éstas tienen la capacidad técnica y científica para evaluar qué tipo de tratamiento se requiere para restablecer la salud y evitar dolor o traumas y así mejorar la calidad de vida y la integridad física del paciente[28].”
6.7.7. De acuerdo con la jurisprudencia constitucional a la que se ha hecho alusión y teniendo en cuenta que el especialista que valoró a la señora Raigosa Marín el 17 de febrero de 2017 consignó “PACIENTE DE 53 AÑOS DE EDAD QUE CONSULTA POR PULPITIS IRREVERSIBLE A NIVEL DEL 36, CLINICAMENTE SE OBSERVA FRACTURA CORONAL SUPERFICE VESTIBULAR, SE REALIZA PULPECTOMIA Y SE REMITE PARA TRATAMIENTO DEFINITIVO ENDODONCIA” (folio 61), esta Colegiatura considera que CAFESALUD EPSS es la responsable de garantizarle a la accionante todos los servicios médicos que sean necesarios de manera oportuna, íntegra, ágil y con calidad con el fin de que la misma reciba el tratamiento de endodoncia que sus médicos indiquen, así los mismos no se encuentren excluidos del plan obligatorio de, tal como lo ha reiterado la Corte Constitucional cuando señaló que toda persona tiene derecho a que se le garantice el acceso a los servicios que requiera ‘con necesidad’, por lo que Estado debe garantizar el derecho a la salud esté o no dentro del POS.   

6.7.8. Según el artículo 49 de la Constitución Política, el Estado Colombiano tiene la obligación de garantizar a todas las personas el acceso a los servicios de promoción, protección y recuperación de la salud. En este marco, la Corte ha hecho énfasis en que éstos deben ser prestados en condiciones de calidad, eficacia y oportunidad, referenciando de nuevo a la sentencia T-760 de 2008 la Corte manifestó: “todos los usuarios del Sistema de Salud tienen derecho a acceder a los servicio de salud que requieran con necesidad, estén o no incluidos en el Plan Obligatorio de Salud”.  El derecho constitucional de acceso a los “servicios que se requieran”, tal y como se puntualizó, no depende que los mismos estén incluidos o no en un POS  o si la entidad responsable cuenta o no con los mecanismos para prestarlos directamente, ya que si el sistema de seguridad social no garantiza los medios para otorgar un servicio necesario, ello constituye un obstáculo para el acceso a los mismos; y en tal medida se irrespeta el derecho a la salud, que se encuentra en conexidad con el derecho a la dignidad y a la vida en condiciones dignas, máxime que en el asunto que se estudia, se trata de una persona afiliada a la seguridad social en el régimen subsidiado
, quien merece un trato preferente por ser una población “pobre y vulnerable”, tal como lo adujo en la Sentencia T-020 de 2013, así:

“Asimismo la Corte Constitucional ha sostenido que en virtud del deber de garantizar  tratamiento especial a las personas pobres y vulnerables que se encuentran vinculadas al régimen subsidiado de salud, el Estado no puede oponer límites a la prestación del servicio de salud bajo argumentos como las exclusiones del plan de beneficios, pues ello puede generar la vulneración del derecho a la salud. De tal manera, cuando una persona requiere un procedimiento o medicamento que no se encuentra dentro de la cobertura del plan de beneficios “debe ser atendido pero cambia la modalidad de la prestación, porque la empresa a la que se encuentra afiliado no se exonera de la prestación, sino que puede exigir del Estado el reintegro de los gastos en que incurre, o demandar que el usuario sea atendido en otra institución. Lo anterior, porque mientras permanezca el usuario afiliado al Sistema de Seguridad Social en salud la empresa promotora o a la administradora debe velar por su atención integral, aunque determinadas acciones y procedimientos no les correspondan adelantarlos directamente
”.
Lo expuesto permite a la Sala concluir que en la prestación del servicio de salud en el régimen subsidiado en lo no cubierto por el plan de beneficios, las entidades territoriales tienen el deber de garantizar el goce efectivo del derecho a la salud a través de entidades o instituciones prestadoras de salud de naturaleza pública o privada y en todo caso asumir los costos de los servicios y por su parte las EPSS tienen la obligación de acompañar y verificar la efectiva y oportuna atención médica de quien continua siendo su afiliado, aun cuando, por ser un evento no POS, no tenga a cargo la atención médica.  De aquí que el Juez de tutela,  pueda garantizar el goce efectivo del derecho a la salud de una persona a quien se le niega un servicio de salud que requiere con necesidad por estar excluido del POS, a través de la orden a la EPS-S para que preste directamente los servicios con derecho a recobro o también a través de la orden a la IPS con la que el Estado tiene contrato vigente, bajo un acompañamiento de las EPS-S hasta que se verifique la culminación de la prestación del servicio médico.” (Subrayas fuera del texto original)
6.7.9.  Por lo analizado,  se tutelarán los derechos fundamentales a la salud y vida digna de la señora Liliana Patricia Raigosa Marín y como consecuencia de esa declaración, se ordenará a CAFESALUD EPSS que  en el término de cuarenta y ocho (48) horas contado a partir de la notificación de la presente sentencia, brinde a la señora Raigosa Marín el tratamiento con endodoncista definitivo para la patología que se describió en esta acción de tutela.
DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,



FALLA


PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida el 3 de marzo de 2017 por el Juzgado 7º Penal del Circuito de Pereira dentro de la acción de tutela interpuesta por la señora Iliana Patricia Raigosa Marín en contra la EPSS CAFESALUD. 
SEGUNDO: TUTELAR los derechos fundamentales a la salud y vida digna invocados por la señora Iliana Patricia  Raigosa Marín.

TERCERO: ORDENAR a la Gerente Regional de la EPSS CAFESALUD o a quien haga sus veces, que en el término de cuarenta y ocho (48) horas contado a partir de la notificación de la presente sentencia, brinde a la señora Raigosa Marín el tratamiento con endodoncista definitivo para la patología que se describió en esta acción de tutela.

CUARTO: Por Secretaría se remitirá el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ 

Secretaria
� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-1.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-2.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-3.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-4.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-5.


� Sentencia T - 903 de 2008 entre otras.


� Sentencia T - 1219 de 2001


� Decreto 2591 de 1991, artículo 38. Sentencia T-407 de 2005 entre otras.


� Sentencia T-409 de 2008 


� Sentencia T-011 de 1997 entre otras.


� Sentencia T-184 del 2 de marzo de 2005. M.P. Rodrigo Escobar Gil. 


� Subrayado por fuera del texto legal.


� Sentencia T-443 de 1995, M.P. Alejandro Martínez Caballero.


�Ibídem. 


� ARTÍCULO 80. RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DE LAS PARTES. Cada una de las partes responderá por los perjuicios que con sus actuaciones procesales temerarias o de mala fe cause a la otra o a terceros intervinientes. Cuando en el proceso o incidente aparezca la prueba de tal conducta, el juez, sin perjuicio de las costas a que haya lugar, impondrá la correspondiente condena en la sentencia o en el auto que los decida. Si no le fuere posible fijar allí su monto, ordenará que se liquide por incidente.


A la misma responsabilidad y consiguiente condena están sujetos los terceros intervinientes en el proceso o incidente.


Siendo varios los litigantes responsables de los perjuicios, se les condenará en proporción a su interés en el proceso o incidente.


� ARTÍCULO 81. RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DE APODERADOS Y PODERDANTES. Al apoderado que actúe con temeridad o mala fe se le impondrá la condena de que trata el artículo anterior, la de pagar las costas del proceso, incidente o recurso y multa de diez (10) a cincuenta (50) salarios mínimos mensuales. Dicha condena será solidaria si el poderdante también obró con temeridad o mala fe.


Copia de lo pertinente se remitirá a la autoridad que corresponda con el fin de que adelante la investigación disciplinaria al abogado por faltas a la ética profesional.


� Sentencia T-1103 del 2005. M.P. Jaime Araujo Rentería.


� Sentencia T-169 del 2011. M.P. María Victoria Calle Correa.


� Sentencia T-560 de 2009. M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo.


� Sentencia T-563 de 2013


� Ver carne de afiliación al SISBEN, folio 2


� Sentencia T-1048 de 2003 MP Clara Inés Vargas Hernández. 
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